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BOLETÍN N° 846-07
INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.172, sobre arrepentimiento eficaz.
_____________________________________
HONORABLE SENADO:
Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros acerca del proyecto de ley de la H. Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, iniciado en mensaje de S.E. el Presidente de la República, que introduce modificaciones a la ley N° 19.172, sobre arrepentimiento eficaz. Este proyecto de ley ha sido declarado se suma urgencia por S.E. el Presidente de la República, en todos sus trámites constitucionales, por lo que el plazo del H. Senado vence el 22 de noviembre en curso.
A la sesión en que vuestra Comisión estudió este asunto asistieron, además de sus miembros, el H. Senador señor Vicente E. Huerta Celis y el señor Ministro de Justicia, don Francisco Cumplido Cereceda.
De acuerdo con lo que dispone el artículo 9° de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 63 de la misma, las normas de este proyecto de ley son de quórum calificado.

- - -

El mensaje expresa que esta iniciativa legal tiene por objeto reemplazar el articulo 4° de la ley N° 19.172, publicada en el Diario Oficial de 4 de noviembre de 1992.
En esta ley se establecieron normas para regular el arrepentimiento de las personas que hubieren abandonado asociaciones ilícitas de carácter terrorista. No obstante, durante su tramitación S.E el Presidente de la República le formuló algunas observaciones, con la finalidad de estimular el arrepentimiento con los debidos resguardos para la sociedad y el arrepentido.
Tal como se expresara en nuestro informe de 3 de septiembre del año en curso ( Boletín N° 334-07), la H. Cámara de Diputados aprobó cinco de las seis observaciones. La sexta, que sustituía el artículo 4° de este proyecto sobre arrepentimiento eficaz, resultó rechazada por no haberse alcanzado en la Cámara de Diputados el quórum que exige el artículo 63 de la Constitución Política de la República, a pesar de la alta votación obtenida. La Cámara Baja insistió entonces, con el quórum del artículo 70 de la Carta Fundamental, en el texto del artículo 4° aprobado por ambas Cámaras, para que hubiese ley sobre la materia.
Al discutirse el veto presidencial en esta Corporación, el señor Ministro de Justicia dijo que el Ejecutivo enviaría próximamente un proyecto de ley para enmendar el problema expuesto.
Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en vista de esta situación, adoptó los mismos acuerdos de la H. Cámara de Diputados: aprobó con el quórum correspondiente las cinco primeras observaciones y rechazó la número 6, insistiendo en el artículo 4° aprobado por el Congreso Nacional.
En consecuencia, el proyecto de ley que da origen a este informe corresponde al anunciado por el señor Ministro de Justicia durante la tramitación del veto a que se ha hecho referencia.

Esta iniciativa legal constaba en su origen de un artículo único, mediante el cual se modifica el artículo 4° de la ley N° 19.172, sustituyendo sus incisos primero y segundo por cinco nuevos incisos, manteniéndose sin alteración sus dos incisos finales. En la H. Cámara de Diputados se le agregó un precepto nuevo, que da al cuerpo legal efecto retroactivo.

El actual artículo 4° dispone: "El juez podrá otorgar el beneficio de la libertad vigilada al condenado por alguno de los delitos sancionados en la ley N° 18.314, que abandone la organización terrorista y confiese todos los delitos en que haya participado, proporcione los indicios y pruebas suficientes para el establecimiento de los hechos delictivos y la determinación de responsabilidad de los demás culpables y, además, realice las conductas mencionadas en las letras a) o b) del artículo 1°.

El período de observación y tratamiento no será inferior al de duración de la pena impuesta, con un mínimo de tres años y un máximo de seis.

Serán aplicables las disposiciones de la ley N° 18.216, relativas al régimen de libertad vigilada, en lo que no se opongan a lo dispuesto en este artículo.
Transcurrido el período de observación y tratamiento sin que la libertad vigilada haya sido revocada, se considerará cumplida la pena impuesta.".
Las ideas fundamentales de los nuevos incisos son:
1) El que desee acogerse a las disposiciones de esta ley, debe manifestarlo expresamente al juez que conoce del proceso. Si no hay proceso, lo hará ante cualquier juez del crimen de asiento de Corte de Apelaciones.
2) El tribunal que reciba la declaración debe adoptar de inmediato las medidas para proteger la integridad física del arrepentido y de sus parientes más cercanos, en la forma que el artículo 5° de la misma ley N° 19.172 señala.
3) Las declaraciones y antecedentes que proporcione el arrepentido tienen el carácter de secretos y debe formarse cuaderno separado con ellos.
4) Si hay que iniciar un nuevo proceso, conoce de él el mismo tribunal. Si hay sentencia de primera instancia o no hay proceso, conoce el tribunal competente, debiendo remitirle el juez que recibió la declaración el cuaderno con todo lo obrado, en forma secreta y expedita.
5) El tribunal que corresponda debe pronunciarse sobre la eficacia o ineficacia del arrepentimiento. En caso de no alcanzarse los objetivos perseguidos, debe decidir si ello se produjo por causas independientes de la voluntad del arrepentido, para determinar qué beneficios de los que esta ley establece le corresponden.

6) Esta resolución prima, respecto del arrepentido, sobre la sentencia que se hubiere dictado en su contra, pero no podrá afectar las indemnizaciones ordenadas pagar y las inhabilidades a que haya sido condenado.
7) Si el arrepentimiento tiene lugar después de la sentencia de término, la calificación de las actuaciones y de la eficacia de la colaboración corresponde al juez que incoe el nuevo proceso.
8) El juez puede modificar la sentencia de término con arreglo a los artículos anteriores de la ley N° 19.172. La resolución debe ser consultada; sin embargo, en este caso tampoco se podrá revertir lo fallado en cuanto a las indemnizaciones e inhabilidades.
9) Si el arrepentido, no obstante aplicársele los beneficios anteriores, debe cumplir pena de reclusión, el juez puede otorgarle el beneficio de la libertad vigilada. En tal caso, el período de observación y tratamiento no puede ser inferior a tres ni superior a seis años, cualquiera que sea la pena que le hubiere correspondido.
Durante la discusión de este proyecto de ley en la H. Cámara de Diputados, se incorporó un nuevo artículo, para establecer que esta modificación regirá a contar del 4 de noviembre de 1992, fecha de publicación de la ley N° 19.172. Por lo tanto, el artículo único pasó a ser artículo 1°.

- - -
El señor Ministro de Justicia expresó que este proyecto de ley busca complementar la ley N° 19.172 que, como se ha dicho, carece de un procedimiento eficaz para hacer aplicables las disposiciones sustantivas de este cuerpo legal.
Respondiendo a una consulta, el señor Ministro de Justicia dijo que las inhabilidades para el que se arrepiente subsisten, porque la finalidad es liberarlo de las penas privativas de libertad, pero no existe igual justificación tratándose de las penas accesorias, máxime si se trata de delitos terroristas.
La Comisión acordó hacer algunas correcciones de forma y estilo en el artículo 1°, facultando al respecto a la Secretaria.
El H. Senador señor Diez hizo presente que no le parecía de buena técnica legislativa incorporar el artículo 2°. La regla general es que las leyes deben regir desde su publicación y no parece aconsejable introducir una norma que le dé a ésta efecto retroactivo. Por lo demás, el artículo es innecesario, ya que, en virtud del principio pro reo, igual se aplicarán las normas de esta iniciativa legal a contar del 4 de noviembre en curso, fecha de publicación de la ley N° 19.172.
La Comisión, por la unanimidad de sus miembros coincidió con el planteamiento del H. Senador Diez, y optó por eliminar el artículo 2°.
En mérito de las consideraciones expuestas, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de recomendaros que aprobéis las siguientes modificaciones al proyecto de ley propuesto por la H. Cámara de Diputados:

ARTICULO 1°

Redactar el artículo 4° en él contenido de la forma que se expresa a continuación:

"Artículo 4º.- El que desee acogerse a las disposiciones de esta ley deberá manifestarlo así, en forma expresa, al juez que conoce del proceso en su contra. En caso de no existir proceso, podrá hacerlo ante cualquier juez del crimen de asiento de Corte de Apelaciones. El tribunal que reciba esta declaración deberá adoptar, de inmediato, todas las medidas necesarias para proteger la integridad física del arrepentido y de sus parientes más inmediatos, de ser ello necesario.
Las declaraciones y antecedentes que proporcione el arrepentido tendrán carácter secreto desde que se presten o proporcionen al tribunal, el cual deberá formar cuaderno especial y separado con todo ello.
Si de los antecedentes o declaraciones recibidas se hace necesario iniciar un nuevo proceso, este será de conocimiento del mismo tribunal o, de haberse dictado sentencia de primera instancia o no existir proceso, del tribunal competente. El juez que haya recibido la declaración del arrepentido y los antecedentes proporcionados por éste, de no ser competente, enviará de inmediato el cuaderno con todo lo obrado, en forma secreta y por la vía más rápida posible, al tribunal que corresponda.
El tribunal que esté conociendo del proceso o el que lo incoe en virtud de las declaraciones y antecedentes proporcionados por el arrepentido, se pronunciará, tan pronto le sea posible y en cualquier estado del juicio, sobre la eficacia o ineficacia del arrepentimiento o si no se alcanzaron los objetivos por causas independientes de la voluntad de éste, para los efectos  de aplicar lo establecido en los artículos 1º, 2º, 3º y 5º. Esta resolución primará, sólo en lo que respecta  al arrepentido, sobre la sentencia que se hubiere dictado en su contra en el primitivo proceso, y será siempre consultable. En ningún caso, la aplicación de este inciso afectará lo resuelto en  la sentencia de término dictada en el proceso primitivo, en todo cuanto diga relación con las indemnizaciones ordenadas pagar y con las inhabilidades a que haya  sido condenado  el arrepentido.
Si el arrepentimiento tuviere lugar después de dictada la sentencia de término, la colaboración y su eficacia corresponderá calificarlas al juez que incoe el proceso que se sustancia en virtud de la información, antecedentes o elementos de prueba que aporte el condenado. Este tribunal podrá modificar la sentencia de término de acuerdo a las disposiciones de los artículos anteriores y su resolución deberá consultarse ante el tribunal de alzada. En ningún caso la aplicación de este inciso afectará lo resuelto en la sentencia de término en todo cuanto diga relación con las indemnizaciones ordenadas pagar y con las inhabilidades a que fue condenado.
Con todo, si después de aplicados los beneficios otorgados al arrepentido por los artículos anteriores, debiere cumplir pena en reclusión, el juez podrá otorgarle el beneficio de la libertad vigilada. El período de observación y tratamiento no será inferior a tres años ni superior a seis años, cualquiera que sea la pena que le hubiere correspondido.".
ARTICULO 2°
Suprimirlo.
- - -
En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:
"Artículo único.- Sustitúyanse los incisos primero y segundo del articulo 4º de la ley Nº 19.172, por los siguientes:
"Artículo 4º.- El que desee acogerse a las disposiciones de esta ley deberá manifestarlo así, en forma expresa, al juez que conoce del proceso en su contra. En caso de no existir proceso, podrá hacerlo ante cualquier juez del crimen de asiento de Corte de Apelaciones. El tribunal que reciba esta declaración deberá adoptar, de inmediato, todas las medidas necesarias para proteger la integridad física del arrepentido y de sus parientes más inmediatos, de ser ello necesario.
Las declaraciones y antecedentes que proporcione el arrepentido tendrán carácter secreto desde que se presten o proporcionen al tribunal, el cual deberá formar cuaderno especial y separado con todo ello.
Si de los antecedentes o declaraciones recibidas se hace necesario iniciar un nuevo proceso, este será de conocimiento del mismo tribunal o, de haberse dictado sentencia de primera instancia o no existir proceso, del tribunal competente. El juez que haya recibido la declaración del arrepentido y los antecedentes proporcionados por éste, de no ser competente, enviará de inmediato el cuaderno con todo lo obrado, en forma secreta y por la vía más rápida posible, al tribunal que corresponda.
El tribunal que esté conociendo del proceso o el que lo incoe en virtud de las declaraciones y antecedentes proporcionados por el arrepentido, se pronunciará, tan pronto le sea posible y en cualquier estado del juicio, sobre la eficacia o ineficacia del arrepentimiento o si no se alcanzaron los objetivos por causas independientes de la voluntad de éste, para los efectos de aplicar lo establecido en los artículos 1º, 2º, 3º y 5º. Esta resolución primará, sólo en lo que respecta al arrepentido, sobre la sentencia que se hubiere dictado en su contra en el primitivo proceso, y será siempre consultable. En ningún caso, la aplicación de este inciso afectará lo resuelto en la sentencia de término dictada en el proceso primitivo, en todo cuanto diga relación con las indemnizaciones ordenadas pagar y con las inhabilidades a que haya sido condenado el arrepentido.
Si el arrepentimiento tuviere lugar después de dictada la sentencia de término, la colaboración y su eficacia corresponderá calificarlas al juez que incoe el proceso que se sustancia en virtud de la información, antecedentes o elementos de prueba que aporte el condenado. Este tribunal podrá modificar la sentencia de término de acuerdo a las disposiciones de los artículos anteriores y su resolución deberá consultarse ante el tribunal de alzada. En ningún caso la aplicación de este inciso afectará lo resuelto en la sentencia de término en todo cuanto diga relación con las indemnizaciones ordenadas pagar y con las inhabilidades a que fue condenado.

Con todo, si después de aplicados los beneficios otorgados al arrepentido por los artículos anteriores, debiere cumplir pena en reclusión, el juez podrá otorgarle el beneficio de la libertad vigilada. El período de observación y tratamiento no será inferior a tres años ni superior a seis años, cualquiera que sea la pena que le hubiere correspondido.".".
- - -


Acordado en sesión de hoy, con asistencia de los HH. Senadores señores Hernán Vodanovic Schnake (Presidente), Sergio Diez Urzúa, Sergio Fernández Fernández, Carlos Letelier Bobadilla y Máximo Pacheco Gómez.
Sala de la Comisión, a 17 de noviembre de 1992.
FERNANDO SOFFIA CONTRERAS Secretario
